
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

 
Manizales, veintiocho (28) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

A. SUSTANCIACIÓN: 242/2023 
RADICACIÓN:  17001-33-39-006-2023-00059-00 

MEDIO DE CONTROL: PROTECCIÓN DE DERECHOS E INTERESES 

COLECTIVOS1 

DEMANDANTE:  JESUS ANTONIO MURILLO MORALES y LEIDY  

    YOHANA CARDENAS 
DEMANDADO:  EMPOCALDAS, MUNICIPIO DE NEIRA. 

 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 233 del CPACA, CÓRRASE TRASLADO a 

la parte demandada por el término de cinco (05) días para pronunciarse frente a la solicitud 

de medida cautelar planteada en el escrito de demanda. 

 

Para tal fin, NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE este proveído al representante legal de 

EMPOCALDAS SA ESP y el MUNICIPIO DE NEIRA o a quien éstos hayan delegado para 

el efecto, junto con el auto admisorio de la demanda, haciéndole entrega de la copia de la 

presente providencia.  

 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 

 

                                                                 
1 Acción popular según ley 472 de 1998. 



JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO N° 048 el día 29/03//2023 

 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 
Secretario 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 
 

Manizales, veintiocho (28) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

 
A. INTERLOCUTORIO: 441/2023 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  CONSUELO VASQUEZ VASQUEZ. 

DEMANDADO: MINISTERIO DE EDUCACIÓN -FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y 

DEPARTAMENTO DE CALDAS 

RADICACIÓN:  17-001-33-39-006-2023-00091-00  

 

 

Estudiado el escrito de la demanda y al advertirse el cumplimiento de los requisitos 
señalados en los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo (CPACA) modificado por la Ley 2080 del 25 de enero de 

2021y  la ley 2213 de 2022; el Despacho decide ADMITIR la demanda que en ejercicio del 

medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, previsto en el 
artículo 138 ibídem, que instaura la señora CONSUELO VASQUEZ VASQUEZ en contra del 

MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO y el DEPARTAMENTO DE CALDAS. 

 

En consecuencia, conforme a lo dispuesto por el artículo 171 de la ley 1437 de 2011, para el 
trámite de la demanda se dispone: 

 

1. NOTIFÍQUESE por estado electrónico a la parte demandante, de conformidad con lo 

previsto en los artículos 171 y 201 del CPACA. 

  
 

2. NOTIFÍQUESE este auto personalmente al representante legal del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO o a quien haya delegado para el efecto, mediante mensaje dirigido al 
buzón electrónico para notificaciones judiciales, anexándole únicamente copia de la 

presente providencia, de conformidad con lo establecido en el inciso final del artículo 



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

17001-33-39-006-2023-00091 

 

6º del decreto 806 de 2020 y el inciso final del numeral 8 del artículo 162 de la ley 1437 

de 2011 modificado por la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, art. 35. 
 

3. NOTIFÍQUESE este auto personalmente al representante legal del 

DEPARTAMENTO DE CALDAS o a quien haya delegado para el 

efecto, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales, 

anexándole únicamente copia de la presente providencia, de conformidad con lo 
establecido en el inciso final del artículo 6º del decreto 806 de 2020 y el inciso final del 

numeral 8 del artículo 162 de la ley 1437 de 2011 modificado por la Ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, art. 35. 

 
4. NOTIFÍQUESE personalmente este proveído a la PROCURADURIA 180 JUDICIAL 

PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, mediante mensaje dirigido al buzón 

electrónico para notificaciones judiciales, anexándole copia de la presente 

providencia, la demanda y sus anexos. (inciso 3º del artículo 48 de la ley 2080 de 2021). 

 
5. NOTIFÍQUESE personalmente este proveído a la AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, mediante mensaje dirigido al buzón 

electrónico para notificaciones judiciales, anexándole copia de la presente 

providencia, la demanda y sus anexos. (inciso 3º del artículo 48 de la ley 2080 de 2021). 

 
6. CÓRRASE TRASLADO de la demanda a la entidades demandadas, a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Público, por el término 

de treinta (30) días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del CPACA, 

plazo que comenzará a contarse una vez transcurridos DOS (2) días hábiles después 
de surtida la notificación, para lo cual la Secretaría dejará constancia en el expediente. 

(inciso 3° del artículo 8° del Decreto Legislativo número 806 del 4 de junio de 2020 y 

el inciso 4º del artículo 48 de la ley 2080 de 2021) 

 

7. SE RECONOCE PERSONERÍA a la abogada LAURA MARCELA LOPEZ 
QUINTERO identificada con la cédula de ciudadanía Nro. 41.960.717 y la tarjeta 

profesional Nro.165.395 del Consejo Superior de la Judicatura, para actuar como 

apoderada judicial de la parte demandante, conforme a poder conferido para la 

actuación que constan en el expediente digital. 

 
NOTIFÍQUESE 

 

 

 
BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

17001-33-39-006-2023-00091 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO N° 048 el día 29/03//2023 

 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 
Secretario 

 

 

 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 
 

Manizales, veintiocho (28) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

 
A. INTERLOCUTORIO: 439/2023 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE:  MARIA ZENEIDA RINCON ARCILA. 

DEMANDADO: MINISTERIO DE EDUCACIÓN -FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y 

DEPARTAMENTO DE CALDAS 

RADICACIÓN:  17-001-33-39-006-2023-00089-00  

 

 

Estudiado el escrito de la demanda y al advertirse el cumplimiento de los requisitos 
señalados en los artículos 162 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo (CPACA) modificado por la Ley 2080 del 25 de enero de 

2021y  la ley 2213 de 2022; el Despacho decide ADMITIR la demanda que en ejercicio del 

medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, previsto en el 
artículo 138 ibídem, que instaura la señora MARIA ZENEIDA RINCON ARCILA en contra 

del MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES 

DEL MAGISTERIO y el DEPARTAMENTO DE CALDAS. 

 

En consecuencia, conforme a lo dispuesto por el artículo 171 de la ley 1437 de 2011, para el 
trámite de la demanda se dispone: 

 

1. NOTIFÍQUESE por estado electrónico a la parte demandante, de conformidad con lo 

previsto en los artículos 171 y 201 del CPACA. 

 
 

2. NOTIFÍQUESE este auto personalmente al representante legal del MINISTERIO DE 

EDUCACION NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO o a quien haya delegado para el efecto, mediante mensaje dirigido al 
buzón electrónico para notificaciones judiciales, anexándole únicamente copia de la 

presente providencia, de conformidad con lo establecido en el inciso final del artículo 



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

17001-33-39-006-2023-00089 

 

6º del decreto 806 de 2020 y el inciso final del numeral 8 del artículo 162 de la ley 1437 

de 2011 modificado por la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, art. 35. 
 

3. NOTIFÍQUESE este auto personalmente al representante legal del 

DEPARTAMENTO DE CALDAS o a quien haya delegado para el 

efecto, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para notificaciones judiciales, 

anexándole únicamente copia de la presente providencia, de conformidad con lo 
establecido en el inciso final del artículo 6º del decreto 806 de 2020 y el inciso final del 

numeral 8 del artículo 162 de la ley 1437 de 2011 modificado por la Ley 2080 del 25 de 

enero de 2021, art. 35. 

 
4. NOTIFÍQUESE personalmente este proveído a la PROCURADURIA 180 JUDICIAL 

PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, mediante mensaje dirigido al buzón 

electrónico para notificaciones judiciales, anexándole copia de la presente 

providencia, la demanda y sus anexos. (inciso 3º del artículo 48 de la ley 2080 de 2021). 

 
5. NOTIFÍQUESE personalmente este proveído a la AGENCIA NACIONAL DE 

DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, mediante mensaje dirigido al buzón 

electrónico para notificaciones judiciales, anexándole copia de la presente 

providencia, la demanda y sus anexos. (inciso 3º del artículo 48 de la ley 2080 de 2021). 

 
6. CÓRRASE TRASLADO de la demanda a la entidades demandadas, a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del Estado y al Ministerio Público, por el término 

de treinta (30) días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del CPACA, 

plazo que comenzará a contarse una vez transcurridos DOS (2) días hábiles después 
de surtida la notificación, para lo cual la Secretaría dejará constancia en el expediente. 

(inciso 3° del artículo 8° del Decreto Legislativo número 806 del 4 de junio de 2020 y 

el inciso 4º del artículo 48 de la ley 2080 de 2021) 

 

7. SE RECONOCE PERSONERÍA a la abogada LAURA MARCELA LOPEZ 
QUINTERO identificada con la cédula de ciudadanía Nro. 41.960.717 y la tarjeta 

profesional Nro.165.395 del Consejo Superior de la Judicatura, para actuar como 

apoderada judicial de la parte demandante, conforme a poder conferido para la 

actuación que constan en el expediente digital. 

 
NOTIFÍQUESE 

 

 

 
BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

17001-33-39-006-2023-00089 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO N° 048 el día 29/03//2023 

 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 
Secretario 

 

 
 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Manizales, veintiocho (28) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

A. INTERLOCUTORIO: 440/2023 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE:  LUZ AMPARA SOTO CARDONA. 

DEMANDADO: MINISTERIO DE EDUCACIÓN -FONDO DE 

PRESTACIONES  SOCIALES  DEL MAGISTERIO Y 

DEPARTAMENTO DE CALDAS 

RADICACIÓN:  17-001-33-39-006-2023-00090-00  

 

 

Estudiado el escrito de demanda y al advertirse que no cumple con los requisitos señalados 

en el artículo 162 CPACA, el Despacho decide INADMITIR la demanda que, en ejercicio 

del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, previsto en el artículo 138 

ibídem, instaura la señora LUZ AMPARO SOTO CARDONA en contra del MINISTERIO 

DE EDUCACION NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO y el DEPARTAMENTO DE CALDAS. 

 

En consecuencia, conforme a lo dispuesto por el artículo 170 de la ley 1437 de 2011, 

se le concede a la parte accionante el término improrrogable de DIEZ (10) DÍAS para 

que corrija y/o aclare los yerros advertidos en el escrito de demanda en los siguientes 

aspectos:   

- Debe señalarse el acto administrativo que se pretende demandar, en tanto el 

que se indica en la demanda, no coincide con el que se presenta en los anexos 

y se menciona en el poder conferido por la demandante a la togada de 

confianza. 

- Se advierte que, del escrito de subsanación de la demanda, también deberá 

proceder el demandante a enviar copia por medios electrónicos a la entidad 

demandada y demás sujetos procesales. 



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

17001-33-39-006-2023-00090 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO N° 048 el día 29/03//2023 

 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 
Secretario 

SE RECONOCE PERSONERÍA a la abogada LAURA MARCELA LOPEZ QUINTERO 

identificada con la cédula de ciudadanía Nro. 41.960.717 y la tarjeta profesional 

Nro.165.395 del Consejo Superior de la Judicatura, para actuar como apoderada judicial 

de la parte demandante, conforme a poder conferido para la actuación que constan en 

el expediente digital. 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

Manizales, veintiocho (28) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

A. INTERLOCUTORIO: 442/2023 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

DEMANDANTE:  MARIA SOLEDAD WILCHES. 

DEMANDADO:                    UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTION PENSIONAL Y DE CONTRIBUCIONES  

PARAFISCALES  DE LA PROTECCION SOCIAL – 

UGPP - 

RADICACIÓN:  17-001-33-39-006-2023-00093-00  

 

 

Correspondió por reparto a este Juzgado la demanda de la referencia, controversia que, 

encontrándose en trámite de admisión, fue remitida por el Juzgado Primero Laboral del 

Circuito de Manizales al ser declarada la FALTA DE COMPETENCIA, mediante auto de 
fecha 08 de marzo de 2023.  

 

Por lo anterior, AVOCASE CONOCIMIENTO de la controversia de la referencia.  

 

Considera esta Funcionaria Judicial que la controversia que se plantea, si es atribuible a los 
asuntos para los cuales está instituida este Jurisdicción pues se enmarca la controversia en 

lo dispuesto en el artículo 104 del CPACA. 

 

Conforme lo anterior, por revestir el proceso ordinario contencioso administrativo de una 
ritualidad procesal diferente a la que se le imprime a los procesos adelantados en la 

jurisdicción ordinaria laboral, se torna imperioso adelantarlo conforme a las formalidades 

de la Ley 1437 de 2011 modificada por la ley 2080 de 2021; por consiguiente, al estudiarse el 

escrito de demanda se advierte carente de los requisitos legales establecidos, por lo tanto, el 

Despacho decide INADMITIR la demanda que pretende adelantar la señora MARIA 
SOLEDAD WILCHES contra la UGPP.  

 



NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

17001-33-39-006-2023-00093 

 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES 

 

La anterior providencia se notificó por ESTADO N° 048 el día 29/03//2023 

 

 

SIMON MATEO ARIAS RUIZ 

Secretario 

En consecuencia, conforme a lo dispuesto por el artículo 170 de la ley 1437 de 2011, para el 

trámite de la demanda, se le concede a la parte accionante el término improrrogable de DIEZ 
(10) DIAS para que corrija y/o aclare los siguientes yerros advertidos en el escrito de 

demanda: 

 

1. Observa el Despacho que la demandante otorgó poder especial a su abogado de 

confianza para adelantar proceso ordinario laboral, razón por la cual deberá otorgar 
nuevamente poder para promover demanda en esta jurisdicción por el medio de 

control que considere, con las especificaciones del canon 74 del Estatuto Adjetivo 

Civil o la ley 2213 de 2022.  

 
2. Deberá adecuar el contenido de la demanda al medio de control que pretenda 

entablar, conforme las reglas establecidas en el capítulo III de la ley 1437 de 2011.  
 

3. Bajo esa óptica, observa esta célula judicial que el escrito de demanda incumple los 

requisitos exigidos en el artículo 162 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, por la cual, la demanda debe ser adecuada bajo 

estos preceptos, además de acreditar el cumplimiento de los requisitos de 

procedibilidad, según lo dispuesto en el artículo 161 del CPACA. 
 

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 

 

 

 

 

 

 

 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 
 

JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 

DE MANIZALES 

 

 
Manizales, veintiocho (28) de marzo de dos mil veintitrés (2023) 

 

 

A. INTERLOCUTORIO 438/2023 
RADICACIÓN:  17001-33-39-006-2023-00059-00 

MEDIO DE CONTROL: PROTECCIÓN DE DERECHOS E INTERESES 

COLECTIVOS1 

DEMANDANTE:  JESUS ANTONIO MURILLO MORALES y LEIDY  

    YOHANA CARDENAS 
DEMANDADO:  CORPOCALDAS, DEPARTAMENTO DE CALDAS, 

EMPOCALDAS, MUNICIPIO DE NEIRA. 

 

1. ASUNTO 

 
Procede el Despacho a decidir sobre la admisión de la demanda instaurada por JESUS 

ANTONIO MURILLO MORALES y LEIDY YOHANA CARDENAS contra 

CORPOCALDAS, EMPOCALDAS SA ESP, DEPARTAMENTO DE CALDAS y 

MUNICIPIO DE NEIRA. 

 
 

2. ANTECEDENTES 

 

 
Mediante auto interlocutorio número 397 del 17 de marzo de 2023 (PDF 015) el Despacho 

dispuso inadmitir la demanda, requiriendo a la parte actora para que corrigiera la misma, 

en el sentido de demostrar el agotamiento del requisito de procedibilidad dispuesto en la 

Ley 1437 de 2011, artículo 144, inciso 3, presentado ante alguna de las entidades que se 

pretende demandar. 
 

Dentro del término de ejecutoria de la mencionada providencia, el accionante presentó 

escrito de corrección de la demanda, exponiendo: 

 

 
                                                                 
1 Acción popular según ley 472 de 1998. 



“(…) 

 

Claramente la situación quedo demostrada en la acción popular, por lo que no es entendible la razón 

por la que se indica que debe realizarse reclamaciones previas, más si se tiene en cuenta que estas 
dilaciones ponen en riesgo la comunidad en cuanto a la salubridad debido a las aguas servidas, así 

como por el riesgo de desprendimiento de la montaña, situaciones que son más que suficientes para 

que se decrete la medida solicitada 

 

(…)” 
 

3. CONSIDERACIONES 

 

Conforme al referido artículo 20 de la ley 472 de 1998, es deber del Juez inadmitir la 
demanda que carezca de los requisitos establecidos en la ley, razón por la cual como se 

indicó en precedencia el Despacho dispuso la inadmisión de la demanda al observar que no 

se cumplió con el requisito de procedibilidad para este medio de control que establece el 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 
Con la inclusión de este medio de control en la Ley 1437 de 2011, trajo consigo la inclusión 

del requisito de procedibilidad en las acciones populares, la cual en su artículo 144 dispuso: 

 

“ARTÍCULO 144. PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES 

COLECTIVOS. Cualquier persona puede demandar la protección de los 
derechos e intereses colectivos para lo cual podrá pedir que se adopten las 

medidas necesarias con el fin de evitar el daño contingente, hacer cesar el 

peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los mismos, o restituir las 

cosas a su estado anterior cuando fuere posible. 

 
Cuando la vulneración de los derechos e intereses colectivos provenga de la 

actividad de una entidad pública, podrá demandarse su protección, inclusive 

cuando la conducta vulnerante sea un acto administrativo o un contrato, sin 

que en uno u otro evento, pueda el juez anular el acto o el contrato,  sin 
perjuicio de que pueda adoptar las medidas que sean necesarias para hacer 

cesar la amenaza o vulneración de los derechos colectivos. 

 

Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses 

colectivos, el demandante debe solicitar a la autoridad o al particular en 
ejercicio de funciones administrativas que adopte las medidas necesarias de 

protección del derecho o interés colectivo amenazado o violado. Si la autoridad 

no atiende dicha reclamación dentro de los quince (15) días siguientes a la 

presentación de la solicitud o se niega a ello, podrá acudirse ante el juez. 

Excepcionalmente, se podrá prescindir de este requisito, cuando exista 
inminente peligro de ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los 



derechos e intereses colectivos, situación que deberá sustentarse en la 

demanda.” 

 

(Subraya fuera de texto) 
 

Bajo el anterior contexto, la parte actora insiste en que su acción popular debe ser admitida 

en virtud, que en la demanda quedó demostrado el perjuicio de la comunidad. 

 

Por tanto, se impone precisar lo siguiente:  
 

El inciso 2º del artículo 2 de la Ley 472 de 1998, estipula que “Las acciones populares se ejercen 

para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los 

derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible”.  
 

De otra parte, el artículo 5º de la misma ley, establece que el trámite de las acciones 

populares se desarrollará con fundamento en los principios constitucionales, especialmente 

en los de prevalencia del derecho sustancial, que obliga a evitar el exceso de ritual 

manifiesto. 
 

 A su turno, el artículo 103 del CPACA dispone que “(…) Los procesos que se adelanten ante la 

jurisdicción de lo Contencioso Administrativo tienen por objeto la efectividad de los derechos 

reconocidos en la Constitución Política y la ley y la preservación del orden jurídico. En la aplicación 

e interpretación de las normas de este Código deberán observarse los principios constitucionales y los 
del derecho procesal (…)”.  

 

Desde esta perspectiva, debe precisarse que la primacía del derecho sustancial no implica 

en modo alguno un relevo de las cargas impuestas por la ley a las partes. Lo que este 

principio dicta, conforme lo ha precisado la propia jurisprudencia, es que el juez 
administrativo deba interpretar las demandas que no ofrezcan la claridad suficiente para 

poner en marcha el proceso, lo cual es consecuente con el deber de administrar justicia 

consagrado en la Constitución y con el principio de prevalencia del derecho sustancial sobre 

lo meramente adjetivo, como también es correlativo al derecho de los particulares de acceder 
a la administración de justicia2.  

 

En efecto, la Corte Constitucional mediante sentencia del 15 de mayo de 2012 (T 352) 

manifestó:  

 
“(…) 

En principio, este defecto se materializa cuando se desconocen las formas propias de cada 

juicio; pero también puede producirse por un exceso ritual manifiesto, en virtud del cual se 

obstaculiza el goce efectivo de los derechos de los individuos por motivos formales. Así, existen 

                                                                 
2 Sentencia del Consejo de estado, Bogotá, D.C., fecha 20 de noviembre de 2014. Radicado: 88001-23-

33-000-2013-00025-02(AP) 



dos tipos de defectos procedimentales: uno denominado defecto procedimental absoluto, y el 

otro que es un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto. El defecto procedimental 

absoluto se configura cuando “el funcionario judicial se aparta por completo del 

procedimiento establecido legalmente para el trámite de un asunto específico, ya sea porque: 
i) se ciñe a un trámite completamente ajeno al pertinente -desvía el cauce del asunto-, o ii) 

omite etapas sustanciales del procedimiento establecido legalmente afectando el derecho de 

defensa y contradicción de una de las partes del proceso” Por su parte, el defecto 

procedimental puede estructurarse por exceso ritual manifiesto cuando “(…) un funcionario 

utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial 
y por esta vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia”; es decir: “el  

funcionario judicial incurre en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto cuando 

(i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la realización efectiva de los 

derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva pese a 
los hechos probados en el caso concreto, (iii) por la aplicación en exceso rigurosa del derecho 

procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga en el desconocimiento de derechos 

fundamentales. 

 

(…).” 
 

No obstante lo anterior, el Despacho observa, que hay una deficiencia en el cumplimiento 

de las cargas procesales de parte de los actores populares, frente al requisito de 

procedibilidad consagrado en el artículo 144 del Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo, y conforme lo narrado en la demanda no se advierte 
que se haya acreditado siquiera sumariamente  la existencia de un inminente peligro de 

ocurrir un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, que 

permita relevar del cumplimiento de la carga mencionada, por lo que la demanda, se 

rechazará en lo que respecta a tener como demandados a la AUTORIDAD AMBIENTAL DE 

CALDAS – CORPOCALDAS -  y al DEPARTAMENTO DE CALDAS y en cuanto a las 
pretensiones elevadas en contra del MUNICIPIO DE NEIRA, relativas a que  “realice visitas 

a todos los predios que se encuentran en riesgo y realicen las ayudas económicas de mejoramiento en 

caso ser posible o de lo contrario orden la demolición de las viviendas que amenazan ruina, así  mismo, 

que realicen las acciones frente a la vivienda indicada en los hechos anteriores” y las pretensiones de 
“realizar los andenes y la pavimentación de la calle que falta”, las mismas también serán 

rechazadas. 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL 

DE MANINZALES,  
RESUELVE 

 

PRIMERO:  RECHAZAR la demanda interpuesta por JESUS ANTONIO MURILLO 

MORALES y LEIDY YOHANA CARDENAS RESTREPO, en ejercicio del medio de control 

de protección de derechos e intereses colectivos en contra de CORPOCALDAS y el 
DEPARTAMENTO DE CALDAS, por lo expuesto en precedencia. 



 

 

SEGUNDO: RECHAZAR la demanda interpuesta por JESUS ANTONIO MURILLO 

MORALES y LEIDY YOHANA CARDENAS RESTREPO, en ejercicio del medio de control 
de protección de derechos e intereses colectivos en contra del MUNICIPIO DE NEIRA, en 

lo que se refiere a las pretensiones de “realice visitas a todos los predios que se encuentran en 

riesgo y realicen las ayudas económicas de mejoramiento en caso ser posible o de lo contrario orden la 

demolición de las viviendas que amenazan ruina, así  mismo, que realicen las acciones frente a la 

vivienda indicada en los hechos anteriores” y las pretensiones de “realizar los andenes y la 
pavimentación de la calle que falta”. 

 

 

TERCERO: ADMITASE en lo demás, la demanda que, en ejercicio del medio de control de 
protección de los derechos e intereses colectivos, instaura el señor JESUS ANTONIO 

MURILLO MORALES y la señora LEIDY YOHANA CARDENAS RESTREPO, en contra 

de EMPOCALDAS SA ESP y el MUNICIPIO DE NEIRA. 

 

En consecuencia, para su trámite, se dispone: 
 

1. NOTIFÍQUESE por estado electrónico a la parte accionante. 

 

2. NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE el presente auto, al representante legal del 

EMPOCALDAS SA ESP, o a quien haya delegado la facultad de recibir notificaciones 
judiciales (art. 159 CPACA y art. 48 inc. 1º de la Ley 2080 de 2021, que modificó el art. 199 

CPACA). 
 

3. NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE el presente auto, al representante legal del 

MUNICIPIO DE NEIRA, o a quien haya delegado la facultad de recibir notificaciones 

judiciales (art. 159 CPACA y art. 48 inc. 1º de la Ley 2080 de 2021, que modificó el art. 199 

CPACA). 
 

4. Remítase al correo electrónico autorizado para notificaciones judiciales de las 

entidades demandadas, copia de la demanda, de sus anexos y de esta providencia (art. 48 

inc. 3º de la Ley 2080 de 2021, que modificó el art. 199 inc. 5º L. 1437/11). 

 
5. NOTIFÍQUESE personalmente este proveído a la PROCURADURIA JUDICIAL 

PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS, mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 

para notificaciones judiciales, anexándole copia del presente auto y de la demanda con sus 

anexos. (art. 48 inc. 3º de la Ley 2080 de 2021, que modificó el art. 199 inc. 5º L. 1437/11).   

 
6. NOTIFÍQUESE personalmente esta providencia a la DEFENSORIA DEL PUEBLO 

EN CALDAS  (Art. 13 de la Ley 472 de 1998), mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
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para notificaciones judiciales, anexándole copia del presente auto y de la demanda con sus 

anexos.   

 

7.  CÓRRASE TRASLADO de la demanda por el término de diez (10) días, dentro de 
los cuales podrán contestar la demanda, solicitar la práctica de pruebas y proponer las 

excepciones que estimen pertinentes, conforme lo disponen los artículos 22 y 23 Ley 472 de 

1998. Al tenor de lo dispuesto en el inciso 4º el artículo 48 de la Ley 2080 del 2021, que 

modificó el artículo 199 del CAPACA, dicho término comenzará a correr al vencimiento de 

los dos (2) días hábiles siguientes de realizada la correspondiente notificación. 
 

8. INFÓRMESE sobre la existencia de este proceso a los miembros de la comunidad, 

para los fines previstos en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998.  Para tal efecto, por Secretaría 

publíquese el Aviso respectivo en la página web de la Rama Judicial, en el enlace 
correspondiente al Juzgado 06 Administrativo del Circuito de Manizales. 

 

9. SE ADVIERTE a las partes, al Ministerio Público y a los demás intervinientes, que 

dentro de los tres (3) días siguientes al vencimiento del término del traslado a los 

demandados, se citará a audiencia de pacto de cumplimiento y que la decisión se tomará 
dentro de los treinta (30) días siguientes al vencimiento de dicho término, en caso de no 

llegar a ningún acuerdo en dicha audiencia (arts. 22 y 27 de la Ley 472 de 1998). 

 

10. SE ADVIERTE a las partes y a sus apoderados que los documentos que deseen 

incorporar al proceso, deben cumplir la carga establecida en el CGP y la ley 2213 de 2023. 
 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 

BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 
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A.I.:     444/2023 

RADICACIÓN:  17001-33-31-011-2014-00002-00 

PROCESO: EJECUTIVO 

DEMANDANTE:  HENRY ZULUAGA  

DEMANDADO:      NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO. 

 

1. OBJETO DE LA DECISIÓN 

 

Procede el Despacho a resolver la solicitud de sucesión procesal presentada por la 

parte actora. 

2. ANTECEDENTES 

 

En archivo pdf No. 022 del expediente digital, obra memorial del apoderado 

demandante mediante el cual coloca en conocimiento del Despacho el fallecimiento 

del ejecutante HENRY ZULUAGA MARÍAN y solicita tener como nueva parte 

demandante en el proceso a su cónyuge supérstite, la señora AMPARO MONTES 

DE ZULUAGA. 

 

3. CONSIDERACIONES 

El artículo 68 de la Ley 1564 de 2012, vigente para la jurisdicción contenciosa 

administrativa, expresa:  

"Artículo 68. Sucesión procesal. Fallecido un litigante o declarado ausente o en 

interdicción, el proceso continuará con el cónyuge, el albacea con tenencia de 

bienes, los herederos o el correspondiente curador. Si en el curso del proceso 

sobreviene la extinción, fusión o escisión de alguna persona jurídica que figure 

como parte, los sucesores en el derecho debatido podrán comparecer para que 

se les reconozca tal carácter. En todo caso la sentencia producirá efectos 

respecto de ellos aunque no concurran. El adquirente a cualquier título de la 

cosa o del derecho litigioso podrá intervenir como litisconsorte del anterior 

titular. También podrá sustituirlo en el proceso, siempre que la parte contraria 

lo acepte expresamente. Las controversias que se susciten con ocasión del 

ejercicio del derecho consagrado en el artículo 1971 del Código Civil se 

decidirán como incidente." 

A su vez el artículo 70 subsiguiente, establece:  

"Artículo 70. Irreversibilidad del proceso. Los intervinientes y sucesores de que trata este 

código tomarán el proceso en el estado en que se halle en el momento de su intervención."  



En el presente caso se encuentra acreditado el fallecimiento del demandante HENRY 

ZULUAGA MARÍN mediante Registro Civil de Defunción, como también se acredita el 

vínculo matrimonial de éste con la señora AMPARO MONTES DE ZULUAGA a través de 

Registro Civil de Matrimonio, razón por la cual es procedente reconocer a la señora 

AMPARO MONTES DE ZULUAGA, como sucesora procesal del demandante a partir de 

este momento, quien asumirá el proceso en el estado en que se encuentra.  

Finalmente y atendiendo al poder especial allegado con la solicitud, se reconocerá personería 

al abogado Juan Carlos Giraldo Rendón para actuar en representación de la sucesora procesal. 

Por las razones expuestas, el JUZGADO SEXTO ADMINISTRATIVO DEL 

CIRCUITO DE MANIZALES,  

RESUELVE 

PRIMERO: ADMITIR a la señora AMPARO MONTES DE ZULUAGA, como 

SUCESORA PROCESAL del señor HENRY ZULUAGA MARÍN (fallecido), en su carácter 

de parte demandante dentro del presente proceso, sin perjuicio de la validez de las 

actuaciones procesal realizadas por éste a través de su mandatario judicial.  

SEGUNDO: Reconocer al Abogado Juan Carlos Giraldo Rendón como apoderado judicial 

de la señora Amparo Montes De Zuluaga, en los términos y para los efectos del poder a él 

conferido. 

 

 

NOTIFIQUESE 

 

BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

JUEZ 
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